PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa fe vería con agrado que el Superior Gobierno de la Provincia, a través de la repartición correspondiente, clarifique a las autoridades policiales entrerrianas con jurisdicción en la zona de islas del distrito de Diamante, que las islas ubicadas al oeste del Canal Destilería, frente a los distritos Capitán Bermúdez y Granadero Baigorria, pertenecen a la Provincia de Santa Fe según lo dispone la Ley Nac. Nº 22.067 del año 1968, y que algunas han sido cedidas en comodato al municipio de Granadero Baigorria por Ley Prov. Nº 11.706 del año 1999.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

La construcción de la Conexión Vial Rosario-Victoria, no sólo tendió un puente entre la Provincia de Santa Fe y la Provincia de Entre Ríos, sino también, reeditó un problema de límites que, intermitentemente, surge entre ambas. En su momento fue (y lo sigue siendo) la isla denominada popularmente “El Banquito”, ubicada frente a la costa sur de Rosario. Y hoy, aparece otro nudo de conflicto al norte de esa ciudad, con las islas emplazadas frente a las localidades de Granadero Baigorria y Capitán Bermúdez. 

La definición de jurisdicción sobre el Puente Principal de la Conexión Vial Rosario-Victoria sirvió de marco, en el año 2003, para que la provincia de Entre Ríos intentara una modificación de los límites establecidos en el año 1968 por la Ley Nacional 22.067 (actualmente vigente), por la cual, las dos islas en cuestión resultaban de jurisdicción santafesina. Aunque la ley es clara, este hecho motivó nuestro pedido de informe del año 2004 (Proyecto de Comunicación, Expediente 12739 PPS/2004). 

Las oficinas técnicas del Ministerio de Asuntos Hídricos de la Provincia de Santa Fe, según el informe que nos fue contestado, corrobora esto y afirma que el límite entre ambas provincias es “fijo e inamovible” porque se asume lo establecido por el relevamiento realizado en 1968 por la Dirección Nacional de Construcciones Portuarias y Vías Navegables. El mismo informe expresa que, “independientemente de las mutaciones que el lecho del río (su talwed) pueda tener en el transcurso del tiempo, el límite interprovincial será siempre el que dio la ubicación en planta del Canal Principal de navegación en dicho relevamiento”. 

A esto se agrega que en la provincia de Santa fe se produjeron actos administrativos en consonancia con el marco jurídico nacional, que reafirman la voluntad posesoria de estas tierras. Prueba de ello es que en el año 1999, a partir de gestiones iniciadas por los municipios Granadero Baigorria y Capitán Bermúdez, el gobierno provincial cede en comodato una serie de islas (Barrancosa, Rosario Norte y las numeradas como 29, 33, 34 y 44) por la Ley Nº 11.706, y reafirma que el canal Destilería es el límite interprovincial. Esto da lugar a la aprobación de instrumentos locales, como la Ordenanza Municipal Nº 3.213 de Granadero Baigorria, que dispone en el año 2004 el relevamiento y la mensura para inscribir el dominio de las islas -estudios técnicos que culminaron a fines del mismo año-, y que posibilitaron la entrega por intermedio de un acuerdo firmado entre el Concejo, Catastro de la provincia y la Dirección Nacional de Puertos y Vías Navegables. Incluso, en dichas islas funcionan emprendimientos privados que tributan y están registrados en dichos municipios. Y es precisamente, al intentar estos municipios ejercer el poder de policía que le otorga dicho convenio con la provincia, cuando se choca con actuaciones de la policía entrerriana que quiere hacer valer su autoridad sobre las mismas.  

El planteo que hacemos no tiene que ver con veleidades de chauvinismo doméstico, sino con cuestiones que, además de las legales, hacen al sentido común.  Tiene que ver con que sobre estas porciones de tierra se ha construido infraestructura de apoyo turístico, ya que miles de vecinos concurren y disfrutan de las playas en temporada estival y, por lo tanto, se les debe garantizar condiciones seguras para el traslado de las personas de una costa a otra. Y además, tiene que ver con que existen explotaciones ganaderas con permisos de uso, que deben tributar canon e impuestos a una jurisdicción definida. 

Cabe aclarar que de la definición jurisdiccional depende, también, a qué leyes (laborales, impositivas y de pesca, etc.) deben atenerse quienes tengan una relación de uso o de producción con estas tierras. Por ello, lo más importante es entender quién es el sujeto y el beneficiario principal de las normas que elaboramos. Y en esto no hay dudas, para nosotros es todo aquél que de una forma u otra habita o concurre a estas islas y que merece buenos servicios, seguridad y adecuadas condiciones sanitarias. Tampoco caben dudas en esto, que las localidades santafesinas de Granadero Baigorria y Capitán Bermúdez tienen la voluntad (y en están en mejores condiciones logísticas) de proveerlos.

A pesar de la claridad de la ley nacional y de las actuaciones provinciales y municipales, resulta preocupante que esto no esté claro para algunos funcionarios entrerrianos, como el Jefe de la División Zona Rural e Islas de la Policía de Victoria, que no tiene dudas en plantear que todas las Islas son de jurisdicción de Entre Ríos (La Capital, 18 de junio 2004). Asimismo, funcionarios de las localidades involucradas advirtieron que la policía victoriense ha visitado a algunos establecimientos asentados en las islas.   

A efectos de clarificar esta situación, así como de brindar seguridad jurídica a sus pobladores y a quienes han iniciado -o están en proceso de hacerlo- emprendimientos económicos en estas islas, es que creemos necesario que el gobierno provincial dé a conocer lo actuado por la provincia, así como lo establecido a nivel nacional respecto de la real jurisdicción administrativa de estas islas. 

